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El estudio sobre la obligatoriedad de los pliegos-tipo en los contratos de obra pública y su 
extensión a otro tipo de contratos o procesos en Colombia – Ley 1882 de 2018, inicia con un 
examen qué consisten en los pliegos-tipo de acuerdo a lo consagrado en la normatividad y 
jurisprudencia en Colombia, seguidamente se determinan los cambios en la contratación de obras 
públicas que se dan con la obligatoriedad de los pliegos tipo de acuerdo a lo establecido en la Ley 
1882 de 2018, y finalmente se identifican los beneficios a la contratación estatal colombiana que 
generará la adopción de los pliegos-tipo en los contratos de infraestructura, obra pública y en otro 
tipo de contratos o procesos a partir de la Ley 1882 de 2018. 
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extensión a otro tipo de contratos o procesos en Colombia – Ley 1882 de 2018, inicia con 
un examen qué consisten en los pliegos-tipo de acuerdo a lo consagrado en la 
normatividad y jurisprudencia en Colombia, seguidamente se determinan los cambios en 
la contratación de obras públicas que se dan con la obligatoriedad de los pliegos tipo de 
acuerdo a lo establecido en la Ley 1882 de 2018, y finalmente se identifican los beneficios 
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The study on the compulsory nature of the specifications in public works contracts and 
their extension to other types of contracts or processes in Colombia - Law 1882 of 2018, 
begins with an examination of what the type-sheets consist of according to the consecrated 
in the regulations and jurisprudence in Colombia, then the changes in the contracting of 
public works that occur with the mandatory nature of the specifications are determined 
according to the provisions of Law 1882 of 2018, and finally the benefits to the hiring are 
identified Colombian state that will generate the adoption of the specifications in the 
contracts of infrastructure, public works and other types of contracts or processes from 
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Con la expedición de la Ley 1882 de 2018, modifica el procedimiento contractual ya 
existente mediante la introducción de los pliegos-tipo en los contratos públicos en 
Colombia, los cuales deberán ser implementados a partir del 15 de julio de 2018, lo que 
lo que debe ser analizado para tener claridad de cómo se implementarán los mismos en 
los procesos contractuales que deben adelantar las Entidades Públicas. 
 
De acuerdo a lo anterior, surge el presente estudio sobre el análisis de la 
obligatoriedad de los pliegos-tipo en los contratos de obra pública en Colombia y a otros 
contratos de acuerdo a lo establecido en la Ley 1882 de 2018, el cual es de naturaleza 
jurídica, de carácter documental, y con enfoque cualitativo.  Es jurídico porque se centró 
en el análisis de la normatividad referida a la contratación estatal, en especial las Leyes 
80 de 1993, 1150 de 2007, 1474 de 2011, y Ley 1882 de 2018, y el  decreto reglamentario 
1082 de 2015. Asimismo, es de carácter documental, porque las fuentes de información 
secundarias estuvieron constituidas por diferentes artículos, y, trabajos investigativos en 
los que se aborda el tema de estudio; y su enfoque será cualitativo, dado que las fuentes 
de información son únicamente las documentales.  
 
La investigación dirigida a analizar lo establecido en la Ley 1882 de 2018 respecto 
a la obligatoriedad de los pliegos-tipo en los contratos de obra pública y su extensión a 
otro tipo de contratos o procesos en Colombia, se ha estructurado en tres partes, en la 
primera se examina en qué consisten los pliegos-tipo de acuerdo a lo consagrado en la 
normatividad y jurisprudencia en Colombia, en la segunda, se determinan los cambios en 
la contratación de obras públicas que se dan con la obligatoriedad de los pliegos tipo de 
acuerdo a lo establecido en la Ley 1882 de 2018, y en la tercera, se identifican los 
beneficios a la contratación estatal colombiana que generará la adopción de los pliegos-
tipo en los contratos de infraestructura de obra pública y en otro tipo de contratos o 
procesos a partir de la Ley 1882 de 2018. 
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La contratación estatal en Colombia, tiene su fundamento normativo en las Leyes 80 de 
1993, 1150 de 2007, y, 1474 de 2011, así como en su decreto reglamentario 1082 de 2015; 
sin embargo, en ninguno de los anteriores se establecía lo relacionado con los pliegos-
tipo, que fue establecido a partir de la Ley 1882 de 15 de enero de 2018, “por la cual se 
adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a fortalecer la contratación pública 
en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan otras disposiciones”. 
 
Antes de la expedición de la Ley 1882 de 2018, para los procesos de contratación 
de obra pública y otros procesos contractuales, se elaboraban por parte de la Entidad 
Pública o el Ente Territorial los denominados “pliegos de condiciones” en los que se 
contenían las estipulaciones en materia de contratación estatal que regirían desde el inicio 
hasta el final del contrato.  
 
Los pliegos de condiciones, fueron definidos por el Consejo de Estado (Fallo 12344 
de 1999), como “un acto jurídico prenegocial con carácter vinculante y obligatorio para 
los partícipes del proceso de licitación, que únicamente puede ser objeto de 
modificaciones, en las oportunidades previstas en el estatuto contractual, que lo son 
exclusivamente con antelación al cierre de la licitación”.  
 
Castro (2015), en su tesis titulada “La Discrecionalidad Administrativa en la 
Estructuración de los Pliegos de Condiciones en la Licitación Pública”, se refiere a los 
pliegos de condiciones en los siguientes términos: 
 
Los pliegos de condiciones al constituirse como base o roca fundamental de un 
proceso y del futuro contrato, través de la licitación pública, salvo las excepciones 
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que consagran las otras modalidades de selección como son entre ellas: (i) la 
selección abreviada; (ii) concurso de méritos y la (iii) contratación directa. (p. 80). 
 
De acuerdo a lo anterior, un pliego de condiciones, es un documento elaborado 
previamente a un proceso contractual fundamentado en la normatividad que regula la 
contratación estatal y en el que se fijan las disposiciones que regirán durante el 
procedimiento precontractual hasta su adjudicación. 
 
Sin embargo, tratándose de los pliegos de condiciones, estos son confeccionados a 
discrecionalidad de la administración, lo cual ha dado lugar a “pliegos de condiciones 
amarrados”, o mejor conocidos como “pliegos tipo sastre”, es decir que están hechos a la 
medida de un contratista, con el objeto de que sea el único que reúna las condiciones 
establecidas, y así se le pueda adjudicar fácilmente el contrato, originándose con esto un 
foco de corrupción en las Entidades Estatales.  
 
En este sentido, es que surge la inclusión de un nuevo parágrafo al artículo 2 de la 
Ley 1150 de 2007, adición que plantea la Ley 1882 de 2018 en su artículo 2: 
 
Parágrafo 7o. El Gobierno nacional adoptará documentos tipo para los pliegos de 
condiciones de los procesos de selección de obras públicas, interventoría para las 
obras públicas, interventoría para consultaría de estudios y diseños para obras 
públicas, consultaría en ingeniería para obras, los cuales deberán ser utilizados por 
todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Contratación de la 
Administración Pública en los procesos de selección que adelanten (…) 
 
Es así como se implementan en la contratación estatal colombiana a partir del 15 de 
julio de 2018, los pliegos tipo para todos los contratos públicos del orden nacional, 
incluidos los de obras públicas, con lo que se espera garantizar una mayor transparencia 
en los procesos de contratación estatal, así como lograr una mayor participación de 
proponentes.  
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Por lo anteriormente expuesto, surge la presente investigación, mediante la que se 
analizará lo establecido en la Ley 1882 de 2018 respecto a la obligatoriedad de los pliegos-
tipo en los contratos de obra pública y su extensión a otro tipo de contratos o procesos en 
Colombia. 
 
El pliego tipo es un mecanismo legal que creo el Congreso de la República para 
contrarrestar la corrupción en la contratación pública, que a través de sus diferentes 
formas de manifestación incluía el ajuste de los pliegos de condiciones a un contratista 
específico. En ese entendido, los pliegos tipos surgen como en elemento más para 
materializar el principio de transparencia que dictó la Ley 80 de 1993, buscando asegurar 
en la etapa precontractual aspectos objetivos que sustenten la actividad contractual bajo 
los lineamientos constitucionales y legales que rigen el ordenamiento jurídico.  
 
 
Los pliegos-tipo de acuerdo a lo consagrado en la normatividad en Colombia. 
 
1. La generalidad de los pliegos: Los pliegos de condiciones son un instrumento 
precontractual que reglamenta conforme a la generalidad de los pliegos, la potestad 
administrativa y bajo el debido proceso la escogencia objetiva del contratista. Dicho esto, 
los pliegos de condiciones son un eje administrativo que articula la actividad contractual 
hacía el futuro, estableciendo elementos técnicos y jurídicos con antelación que promueve 
la pluralidad de oferentes. Por consiguiente, es considerable la trascendencia de los 
pliegos de condiciones en el régimen contractual de Colombia, siendo inaceptable 
actualmente ejecutar un concurso contractual sin el establecimiento de condiciones con 
antelación.  
 
2. Los pliegos son las “reglas de juego” de la actividad contractual, que obliga tanto 
a la administración como al contratista de acatar lo allí señalado, que se legitima un vez 
suscrito el contrato. Por lo cual, no es legítimo apartarse de las condiciones contractuales 
fijadas una vez la etapa contractual inicie, ya que, vulnera el debido proceso 
administrativo, logrando ser suficiente para anular lo contratado. Así, los pliegos de 
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condiciones permiten observar un resultado previsible para los contratistas, que bajo sus 
respectivos estudios y consideraciones empresariales sabrán las posibilidades reales de 
ser elegidos.  
 
Conde (2016) sobre los pliegos de condiciones dice:  
 
Los Pliegos de Condiciones son clara manifestación de los principios de planeación, 
transparencia, selección objetiva y de igualdad, ya que en ellos es obligación de la 
administración establecer reglas y procedimientos claros y justos, que permitan la 
mejor escogencia del contratista con arreglo a las necesidades públicas y el interés 
general. (p.9) 
 
Puesto que los pliegos de condiciones son una parte fundamental de la actividad 
contractual, los mismos son objeto de las rigurosidades legales que limiten la 
discrecionalidad administrativa que sobre el mecanismo precontractual recaía. La Ley 
1882 del 2018 es un límite legal a la facultad administrativa de establecer las condiciones 
técnicas y jurídicas para contratar porque crea los pliegos tipo.  
 
Inicialmente, los pliegos de condiciones eran una potestad administrativa que se 
encontraba limitada por los principios de la contratación estatal, pues su finalidad era 
materializarlos. El artículo 30, numeral 2 de la Ley 80 de 1993 dice: 
 
La entidad interesada elaborará los correspondientes pliegos de condiciones o 
términos de referencia, de conformidad con lo previsto en el numeral 5o. del artículo 
24 de esta Ley, en los cuales se detallarán especialmente los aspectos relativos al 
objeto del contrato, su regulación jurídica, los derechos y obligaciones de las partes, 
la determinación y ponderación de los factores objetivos de selección y todas las 
demás circunstancias de tiempo, modo y lugar que se consideren necesarias para 
garantizar reglas objetivas, claras y completas. (Ley No 80, 1993) 
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En ese sentido, es dable asegurar que los pliegos de condiciones estaban limitados 
por requisitos objetivos tales como, valor y calidad de los bienes, obras o servicios, 
requisitos habilitantes, riesgos y el plazo de la liquidación del contrato. Por lo demás, se 
exigían reglas claras que no permitieran lugar al error y la imposibilidad de estipular 
exigencias contractuales de imposible cumplimiento-Art. 24-. Por consiguiente, los 
límites legales que dictó la norma respecto a los pliegos de condiciones otorgaban 
discrecionalidad a la administración a la hora de fijarlos.  
 
Ante el poder administrativo que poseían las entidades estatales frente al pliego de 
condiciones, surgieron normas que buscaban ajustar el mecanismo precontractual a 
lineamientos normados más rigurosos. La Ley 1150 del 2007 es un claro ejemplo de la 
limitación legal a los pliegos de condiciones:  
 
Artículo 8°. De la publicación de proyectos de pliegos de condiciones, y estudios 
previos. Con el propósito de suministrar al público en general la información que le 
permita formular observaciones a su contenido, las entidades publicarán los 
proyectos de pliegos de condiciones o sus equivalentes, en las condiciones que 
señale el reglamento. La información publicada debe ser veraz, responsable, 
ecuánime, suficiente y oportuna. (Ley No 1150, 2007)  
 
Se encargó la ley de constituir veeduría sobre la etapa precontractual de la 
administración, al exigir que los proyectos de pliegos de condiciones sean públicos con el 
objeto de realizar observaciones que evidencian el desajuste constitucional o legal. 
Entonces, se le otorga herramientas al público en general para que en su análisis y actuar 
colabore con la administración en la perfección de los pliegos de condiciones, señalando 
los errores que contiene el pliego de condiciones. Es importante resaltar la facultad 
legislativa de que toda persona pueda presentar observaciones a los pliegos de condiciones 
conforme al interés general que conlleva la actividad contractual del Estado.  
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No obstante, la Ley 1150 del 2007 va más allá facultando al Gobierno Nacional para 
que reglamente un estándar de los pliegos de condiciones:  
 
Parágrafo 3º. El Gobierno Nacional tendrá la facultad de estandarizar las 
condiciones generales de los pliegos de condiciones y los contratos de las entidades 
estatales, cuando se trate de la adquisición o suministro de bienes y servicios de 
características técnicas uniformes y de común utilización por parte de las entidades. 
(Ley No 1150, 2007) 
 
Así las cosas, es el primer intento normativo por establecer pliegos tipo en la 
legislación colombiana, la autorización legal al ejecutivo implicaba el tecnicismo de los 
pliegos de condiciones de la actividad contractual bajo unas exigencias reglamentarias 
que anulaban la discrecionalidad administrativa. Sin embargo, el Gobierno Nacional no 
hizo uso de la facultad legislativa, por lo que la discrecionalidad en los pliegos de 
condiciones se mantuvo intacta por un largo tiempo.  
 
En ese orden de ideas, se aprecia como el legislador parte de una discrecionalidad 
administrativa con límites básicos con la Ley 80 de 1993, a una discrecionalidad cerrada 
con la Ley 1150 del 2007, disminuyendo cada vez más la proyección administrativa frente 
a los pliegos de condiciones, hasta llegar a una discrecionalidad reducida solo a elementos 
de objeto y precio.  
 
Los casos de corrupción que se suscitan en Colombia en razón a los pliegos de 
condiciones conllevaron a limitar las facultades administrativas que corroían el contenido 
de los pliegos de condiciones. Un ejemplo de lo anterior es el Decreto 1510 del 2013 que 
en su artículo 22 establece el contenido mínimo de los pliegos de condiciones, exigiendo 
a la administración cierta conducta frente al establecimiento de las condiciones técnicas 
y jurídicas.  
 
La Ley 1882 del 2018 reitera nuevamente la facultad en el gobierno de la reglamentación 
de los pliegos tipo, pero su espacio normativo está dirigido ahora a contratos de obra e 
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interventoría relacionada con obras. Hay que recordar que con la Ley 1150 del 2007 la 
estandarización de los pliegos de condiciones únicamente era posible para los contratos 
de suministro de bienes o servicio.  
 
Al respecto, la Ley 1882 en su artículo 4, adiciona el siguiente parágrafo al artículo 
2 de la Ley 1150 de 2007: 
 
Parágrafo 7°. El Gobierno nacional adoptará documentos tipo para los pliegos de 
condiciones de los procesos de selección de obras públicas, interventoría para las 
obras públicas, interventoría para consultoría de estudios y diseños para obras 
p6blicas, consultoría en ingeniería para obras, los cuales deberán ser utilizados por 
todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Contratación de la 
Administración Pública en los procesos de selección que adelanten. Dentro de los 
documentos tipo el Gobierno adoptará de manera general y con alcance obligatorio 
para todas las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, las condiciones habilitantes, así como los factores técnicos 
y económicos de escogencia, según corresponda a cada modalidad de selección y la 
ponderación precisa y detallada de los mismos, que deberán incluirse en los pliegos 
de condiciones, teniendo en cuenta la naturaleza y cuantía de los contratos. Para la 
adopción de esta reglamentación el Gobierno tendrá en cuenta las características 
propias de las regiones con el ánimo de promover el empleo local.  
 
La facultad de adoptar documentos tipo la tendrá el Gobierno Nacional, cuando lo 
considere necesario, en relación con otros contratos o procesos de selección. 
 
Los pliegos tipo se adoptarán por categorías de acuerdo con la cuantía de la 
contratación, según la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 
 
Desde esa perspectiva, el legislador dispuso que el Gobierno Nacional, debe adoptar 
documentos tipos para los pliegos de condiciones respecto a una cantidad determinable 
de contratos públicos, los cuales serán obligatorios para las entidades públicas que se 
sujetan al Estatuto General de la Contratación de la administración pública. En efecto, 
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estipula la norma que el Gobierno Nacional establecerá los pliegos tipo de acuerdo a la 
naturaleza y cuantía de los contratos, con un enfoque regional que incentive el empleo.  
 
Si bien es cierto el artículo 4 de la Ley 1882 del 2018 dispone una taxatividad 
respecto a los contratos públicos que se regirán bajo pliegos de condiciones tipo, el 
legislador abre la puerta para que otros contratos que no señale la ley se puedan desarrollar 
bajo los estándares unificados del Gobierno Nacional: “La facultad de adoptar 
documentos tipo la tendrá el Gobierno Nacional, cuando lo considere necesario, en 
relación con otros contratos o procesos de selección” (Ley No 1882, 2018). En 
consecuencia, encuentra necesidad el legislador en salvaguardar los contratos que señala 
en el artículo 4 de la Ley en mención, y deja la posibilidad al Gobierno Nacional, por si 
lo desea, establecer pliegos tipo respecto a otros contratos que no compila la norma. 
 
En el entendido que el Gobierno Nacional está en la obligación de expedir pliegos 
tipo, de manera obligatoria a contratos relacionados con obras, con el fin de brindar al 
proceso contractual de garantías objetivas que impida la manipulación de los pliegos de 
condiciones para el favorecimiento de determinado oferente.  
 
Hasta el momento, no existe jurisprudencia sobre el tema, el Consejo de Estado y 
la Corte Constitucional aún no han tratado en sus competencias judiciales los pliegos tipo. 
Será interesante analizar en su momento el tratamiento judicial que realicen dichas 
corporaciones judiciales toda vez que en sus sentencias han sido defensoras de la 
discrecionalidad administrativa para estableces las condiciones de los pliegos: 
 
Descendiendo a la identificación de los límites de la discrecionalidad administrativa 
en materia de los criterios y puntajes no tipificados o tarifados por la ley, como suele 
suceder con los aspectos técnicos de los servicios logísticos, la Administración 
Pública se encuentra con una discrecionalidad condicionada para configurar el 
pliego de condiciones, la cual se concreta en el imperativo de actuar con arreglo a 
los principios generales del Derecho, en particular de conformidad con los 
principios que rigen u orientan el ejercicio de la función administrativa, aplicables 
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a toda la actividad contractual del Estado por virtud de lo establecido con carácter 
general, por los artículos 1, 2 y 209 de la Constitución Política, amén de los 
principios de la contratación estatal, especialmente expuestos en el régimen 
contenido en la Ley 80 de 1993, vigente para el caso sub-judice. (Consejo de Estado, 
Rad. 35965, 2014) 
 
En conclusión, la discrecionalidad de las autoridades administrativas respecto a los 
pliegos de condiciones se ha disminuido por establecimiento legal en razón a los casos de 
corrupción que suscitan en el país por razón de la manipulación de la etapa precontractual. 
La Ley 1150 del 2007 y la Ley 1882 del 2018 dictaron normas que reducían el margen de 
actuación de la sede administrativa en la estipulación de los pliegos de condiciones, 
permitiendo una mayor exposición y control de los mismos.  
 
 
Cambios en la contratación de obras públicas que se dan con la obligatoriedad de 
los pliegos tipo de acuerdo a lo establecido en la Ley 1882 de 2018. 
 
El mandato legal de establecer pliegos tipo en la actividad precontractual de las 
autoridades administrativas que se regulan por el Régimen de Contratación Pública 
implica una transformación normativa y administrativa de la consecución del 
procedimiento contractual. Así las cosas, más que un cambio sustancial, la implicación de 
acatar los pliegos de condiciones tipo que cree el Gobierno Nacional conlleva una 
modificación de las potestades de la administración para adelantar el procedimiento, 
disminuyendo la discrecionalidad administrativa que gozaban las entidades del Estado a 
la hora de fijar las condiciones técnicas y jurídicas sobre el objeto a contratar.  
 
Teniendo en cuenta la importancia de los pliegos de condiciones para la actividad 
contractual, la administración debe asegurar en su actuar la exclusión de condiciones de 
imposible cumplimiento o que favorezcan imparcialmente a un oferente. Como ya lo 
sugería Bustos (2012), es necesario proponer soluciones que permitan salvaguardar la 
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actividad contractual, asegurando una selección objetiva y un proceso contractual 
ajustado a derecho: 
 
La experiencia generalizada nos indica que en no pocas oportunidades la 
arbitrariedad y la autocracia hacen su aparición en los pliegos de condiciones que 
pueden consultarse en el Portal Único de Contratación Estatal, exigiendo requisitos 
de imposible cumplimiento que hacen nugatorios claros principios que orientan la 
gestión contractual de las entidades públicas, tales como el de selección objetiva, 
libre concurrencia y moralidad administrativa, entre otros, razón más que suficiente 
para provocar una gran preocupación y proponer soluciones orientadas a contener 
la corrupción administrativa y los atropellos en un tema tan sensible para la 
existencia y suerte de nuestra vida institucional y democrática. (p.25) 
 
Ahora bien, cabe preguntar ¿cuál es el cambio más importante que implica la 
estipulación de los pliegos tipo? Sin lugar a dubitaciones, es el rompimiento de la 
autonomía administrativa para fijar las condiciones técnicas y jurídicas del contrato. Si 
por autonomía administrativa refiere la capacidad de las instituciones estatales de 
manejarse por sí misma, con total independencia de los órganos centrales superiores, los 
pliegos tipo es un nuevo mecanismo contractual que subordina dicha autonomía. 
 
Entonces, significa esto un nuevo mecanismo para centralizar las funciones 
contractuales de las autoridades administrativas, recayendo la responsabilidad de las 
condiciones habilitantes, los factores técnicos y económicos en el Gobierno Nacional. La 
justificación de la norma que disminuye el poder descentralizado administrativo es 
combatir la corrupción y salvaguardar los principios de transparencia y selección objetiva 
que las autoridades administrativas no lograron proteger.  
 
Es innegable que dicha norma afecta la autonomía regional de las entidades 
territoriales, porque estandarizar los pliegos de condiciones contradice el principio 
constitucional de la autonomía regional, más allá de que sus necesidades de inversión y 
priorización de proyectos no se vea afectada. 
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Un ejemplo de lo anterior son las declaraciones que rindió el Director de Colombia 
Compra Eficiente Juan David Duque una vez aprobada la Ley 1882 del 2018: 
 
Lo que cambia con este proyecto de ley se logra que las entidades que manejen los 
sectores puedan definir unas pautas a la hora de contratar. El que sabe a nivel 
nacional y maneja la política pública correspondiente será quien determine cuáles 
son esas pautas. Así los alcaldes y gobernadores de diferentes entidades territoriales 
pueden seguirlas para al final evitar que se contraten a las personas que ellos 
consideren a través de pliegos amañados o a medida, con exigencias que no tienen 
ninguna lógica dentro del mercado. (Portafolio, 2018) 
 
Desde nuestra óptica esta tendencia es nociva para la contratación pública, porque 
desconoce la diversidad de las regiones y la necesaria adecuación de los pliegos a esas 
particularidades, así como la autonomía administrativa.  A la postre, afectará las etapas 
del proceso de selección, por cuanto fases como la de observaciones quedarán expuestas    
a la inutilidad. 
  
Por consiguiente, en el proceso contractual de manera indirecta se involucran 
entidades a nivel nacional, abriendo el campo de control de tutela y jerarquización que   
imprime la estructura del Estado Social de Derecho. A modo de ilustración, los pliegos 
tipos que se construyan en los casos de infraestructura contaran con la participación del 
Ministerio de Transporte y el Invías respecto al componente técnico y Colombia Compra 
Eficiente se encargará del componente jurídico para blindar el proceso licitatorio. Se 
observa así que con el establecimiento de los pliegos tipo concurren diferentes entidades 
del sector central, basados en el principio de colaboración regulan la etapa precontractual. 
 
 Por ende, otro cambio que involucró los pliegos tipo es la concurrencia de distintas 
autoridades administrativas en la creación de los documentos estandarizados que sirva de 
guía para establecer las condiciones técnicas y jurídicas para contratar. Implica entonces 
esto un cambió de concepción frente a la responsabilidad del Estado, la actividad 
contractual que las autoridades administrativas adelante en razón a los pliegos de 
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condiciones son imputables al Estado cuando las mismas no se desarrollen conforme a 
derecho, derivando responsabilidades de las autoridades que intervengan. En ese sentido 
¿Los pliegos tipos abren la posibilidad para que se imputen daños reparables a otras 
entidades diferentes a la que desea contratar con los proponentes? En nuestra 
consideración sí, siempre que el error administrativo sea adjudicable al pliego tipo, las 
entidades públicas que concurrieron en su construcción deberán responder ante cualquier 
daño que se origine por el mal planteamiento del pliego de condiciones. 
 
Dicho esto, Rico (2007) sustenta la responsabilidad del Estado en materia 
contractual en que: 
 
…como el proponente tenía derecho a que su propuesta fuera considerada en el 
proceso licitatorio y a que se le adjudicara, y ante la imposibilidad de retrotraer al 
estado inicial dicho proceso o de que el juez obligue a la administración a contratar, 
deberá indemnizársele por los perjuicios materiales causados en su doble dimensión 
de daño emergente y lucro cesante, pedidos en la demanda y debidamente 
acreditados mediante prueba pericial practicada en el proceso. (p.119) 
 
Por otra parte, los pliegos tipos eliminan los pliegos “sastres” o “a medida” que 
adelantaban las autoridades administrativas con el fin de beneficiar a un único oferente 
dentro del proceso de contratación, quebrantando principios de la contratación pública. 
Por el contrario, los pliegos tipos garantizan la pluralidad de oferentes porque evita el 
desbordamiento de la discrecionalidad administrativa, confeccionando el proceso 
contractual a estándares generales que viabilicen los fines del régimen contractual 
público. 
 
 Entendiendo los pliegos de condiciones como la base fundamental del proceso de 
contratación, fijar unos lineamientos claros y precisos para su constitución, es conseguir 
la sinergia entre las necesidades de la administración y el interés general de los 
administrados, solidificando así los principios que regulan el contenido de los pliegos de 
condiciones. 
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 Los pliegos tipos también modifican el tratamiento administrativo de las 
observaciones que realicen los proponentes respecto al pliego. De acuerdo a la 
autorización legal, cualquier persona puede realizar señalamientos al proyecto del pliego 
de condiciones con el fin de ajustar su contenido a disposiciones precisas, claras y 
congruentes que se ajusten en derecho. Dicho esto, las observaciones que presenten las 
personas respecto al pliego de condiciones en principio eran atendidas por la entidad 
encargada de desarrollar la contratación.  
 
Ahora bien, si la observación recae en el contenido que compila el pliego tipo, la 
solución de la controversia debería ser resuelta por las entidades que elaboraron el mismo, 
en razón a que las mismas establecieron los componentes técnicos y jurídicos que regirán 
el futuro de la contratación. Nuevamente se distorsiona la discrecionalidad administrativa 
toda vez que confluyen varias entidades en la formulación de los pliegos de condiciones. 
 
El Consejo de Estado con anterioridad a los pliegos tipos dejó como lineamiento 
para su constitución los principios de la Contratación Pública, desechando la 
estandarización de los pliegos de condiciones: 
 
De modo que, bajo el anterior marco de exigencias, parámetros y principios, es que 
la entidad contratante elabora los pliegos de condiciones, sin que ello implique una 
estandarización de los mismos, ya que, en cada caso concreto, el objeto a contratar 
determinará los requisitos de la propuesta, así como los factores de calificación 
objetiva que permitirán seleccionar la más conveniente a la administración pública 
contratante. (Consejo de Estado, Rad. 25642, 2013) 
 
Por consiguiente, los pliegos tipos distorsionaron la competencia de las autoridades 
administrativa frente a la interpretación de las disposiciones contenidas en el documento, 
así como cualquier otra modificación que se realice sobre los mismos, ya que, confluyeron 
distintas entidades en su conformación dando la posibilidad de interpretaciones diversas. 
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Beneficios a la contratación estatal colombiana que generará la adopción de los 
pliegos-tipo en los contratos de infraestructura de obra pública y en otro tipo de 
contratos o procesos a partir de la Ley 1882 de 2018. 
 
Los pliegos tipos tienen como finalidad evadir la manipulación de los pliegos de 
condiciones que tenían como objeto beneficiar en específico a un solo proponente, esta 
actividad ilegal recurrente en Colombia atenta contra el principio de transparencia, 
economía y pluralidad de oferentes. En otras palabras, los pliegos tipos se erigen en la 
actividad contractual como una medida que pretende evadir la corrupción contractual, 
limitando las facultades discrecionales de la administración al momento de expedir los 
pliegos de condiciones.  
 
La corrupción contractual es un problema político y social profundo, de acuerdo al 
informe de Trasparencia por Colombia para el año 2016 la gran mayoría de las entidades 
del Estado, a nivel nacional, departamental y local, fueron clasificadas en riesgo de 
corrupción ‘alto’ y ‘muy alto’. Esta conclusión revalida un estudio de Confecámaras 
realizado en el año 2002 sobre la percepción de los empresarios en Colombia respecto a 
los procesos de contratación pública, donde los entrevistados consideran que un 47.7% de 
las licitaciones públicas realizan pagos adicionales, para asegurar su adjudicación, hasta 
por un monto que puede alcanzar en promedio el 17.7% sobre el valor total del contrato. 
 
Sobre los efectos de la corrupción en la contratación pública Serrano (2014) 
puntualiza: 
 
La corrupción en la contratación pública ocasiona altos y graves costos que 
repercutan en lo político y social, dejando grandes secuelas que afectan la economía, 
al reducir la inversión, por la incertidumbre que causa, la ineficiencia, la falta de 
calidad, la baja productividad, que genera sobrecostos en las empresas, las cuales, 
son incapaces de cubrir, como resultado de las acciones intermediarias, producto de 
los sobornos, teniendo como resultado la baja inversión nacional e internacional. 
(p.13) 
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Así pues, los pliegos tipos son un mecanismo que busca disminuir la corrupción 
contractual en Colombia, esto después de evidenciar que gran parte del problema residía 
en la manipulación arbitraria de los pliegos de condiciones. No obstante, es imposible 
asegurar que los pliegos tipos reducen los casos de corrupción contractuales, ya que, 
distintos intentos normativos han tenido como principio combatir la corrupción que se 
presenta en la actividad contractual del Estado, y que quedaron inconclusos o fueron 
ineficientes en la práctica, por ejemplo, la Ley 1474 del 2011. Como sostiene Gilberto 
Toro, presidente de la Federación de Municipios al demostrar su inconformismo por la 
estandarización de los pliegos; “Si las normas cambiaran la corrupción, Colombia tendría 
que estar en el ranking de transparencia en el primer lugar” (Blu Radio, 2018). 
 
Empero, debemos decir que el primer beneficio que representa los pliegos tipo en 
la contratación pública es buscar reducir la corrupción contractual, fin que se observa 
loable y ajustado a Derecho.  
 
Por otra parte, los pliegos tipos materializan el principio de economía de la 
administración, optimizando los costos contractuales y los plazos del procedimiento. Los 
pliegos tipos garantiza el ahorro administrativo en la etapa precontractual porque 
establece un formato con las condiciones habilitantes, técnicas y jurídicas del 
procedimiento contractual evitando el desgaste administrativo de las entidades públicas.  
Palacios (2016) define el principio de economía como:  
 
En virtud del principio de economía las normas que fijan los procedimientos de 
selección contractual se utilizan para agilizar las decisiones, así mismo los 
procedimientos se deberán adelantar en el menor tiempo y con la menor cantidad 
de gastos de quienes intervienen en ellos, sin que se exijan documentos y copias que 
no sean necesarios. (p.18) 
 
Este principio cuenta con diversos matices, según lo establece el artículo 25 de la 
Ley 80 de 1993, por lo que su proyección es dable en la etapa precontractual, exigiendo a 
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la administración la mayor eficiencia de los recursos disponibles para determinar las 
condiciones para la adjudicación del contrato.  
 
De acuerdo a lo anterior, los pliegos tipos permiten que la actividad contractual se 
desarrolle bajo los postulados de la eficacia y la eficiencia, permitiendo optimizar los 
recursos y evitar situaciones dilatorias que ocasionen perjuicios para cada una de las partes 
contratantes. 
 
En ese orden de ideas, un beneficio real de los pliegos tipos es la realización del 
principio de economía en la etapa precontractual, teniendo en cuenta que los pliegos de 
condiciones es el estudio técnico, financiero y jurídico, el establecimiento de documentos 
tipos que contengan dichos elementos omite el desgaste administrativo de la entidad 
contratante.  
 
La seguridad jurídica es otro beneficio de los pliegos tipos porque aseguran conocer 
un posible resultado del procedimiento contractual, la seguridad jurídica como principio 
constitucional abarca distintos escenarios, la sede administrativa no está exenta del mismo 
porque otorga certeza a las actuaciones de la administración. En ese sentido, los pliegos 
tipos otorgan sobre la solución del procedimiento contractual.  
 
En atención a la importancia que tiene entonces preservar la seguridad jurídica y el 
derecho a la igualdad en las actuaciones contractuales, los pliegos tipos estandariza la 
actividad contractual para preservar los resultados deseados. Conforme al Estado Social 
de Derecho, la actividad contractual debe ser uniforme y armónica, por eso, los pliegos 
tipos aseguran la invariabilidad de las formas y el contenido de los pliegos de condiciones, 
deshaciendo cualquier compromiso exorbitante imposible de cumplir. Gallego (2012) 
respecto a la seguridad jurídica en el Estado dice: “La Seguridad Jurídica es entendida 
como un estado psíquico en el que los seres humanos “perciben” satisfacción y 
tranquilidad por observar cómo se garantiza y, a su vez, como se materializa el catálogo 
de valores que posee el ordenamiento jurídico” (p.76). 
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Es importante la nueva transformación que supone los pliegos tipos para la actividad 
contractual, el establecimiento de lineamientos estandarizados para la formación de los 
pliegos de condiciones implica un límite para las autoridades administrativa 
disminuyendo en primera instancia los posibles riesgos de corrupción. Es reconocible el 
valor de los pliegos tipos para el desarrollo de la actividad contractual del Estado porque 
colabora con la consecución de los principios de transparencia, economía, selección 
objetiva y pluralidad de oferentes.  
 
Actualmente, Colombia Compra Eficiente a través de su página web publica pliegos 
tipos de diferentes modalidades de contratos estatales, herramienta útil para las 
autoridades administrativas porque refuerza el proceso contractual conforme a los 
lineamientos nacionales. La corrupción es el peor flagelo que hace los mayores estragos 
en el desarrollo económico y social sostenible, por eso el establecimiento de medidas 
como los pliegos tipos serán loables siempre que su fin sea reducir dicha problemática 
contractual. La labor de Colombia Compra eficiente evidencia el interés del Gobierno 
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Desde hace tiempo se solicitaba al Gobierno Nacional la necesidad de establecer 
documentos tipos que regulará el contenido de los pliegos de condiciones con el fin de 
evitar cualquier manipulación arbitraria que afectará la actividad contractual dentro de los 
cauces normarles de desarrollo. La Ley 1150 del 2007, el Decreto 1510 del 2013 y la Ley 
1882 del 2018 son claros ejemplos del deseo legislativo sobre la ocurrencia de los pliegos 
tipos en la contratación del Estado. Sin embargo, fue con la Ley 1882 del 2018 que los 
pliegos tipos se convirtieron una realidad dentro de la estructura del Estado Social de 
Derecho. 
 
En ese sentido, los pliegos tipos son documentos estandarizados emitidos por 
entidades pertenecientes al Gobierno Nacional que establece las condiciones habilitantes, 
los criterios técnicos, económicos y jurídicos de los pliegos de condiciones. Por ende, son 
lineamientos obligatorios que deben sujetar la actividad precontractual de la 
administración con el fin de brindar de seguridad jurídica e igualdad el proceso 
contractual.  
 
Los pliegos tipos tienen una naturaleza administrativa, surgen de distintas entidades 
públicas que confluyen en su elaboración como los ministerios, Colombia Compra 
Eficiente y entidades especializadas del bien o servicio a contratar. Por consiguiente, la 
discrecionalidad administrativa de las autoridades cede con el propósito de desarrollar la 
actividad contractual conforme a derecho.  
 
Si bien es cierto, la discrecionalidad administrativa era un eje importante en la 
construcción del proceso contractual, especialmente, en la fijación de los pliegos de 
condiciones porque permitía a la entidad elaborar bajo sus propias necesidades los 
aspectos para seleccionar al contratista, se encontraba sujeta a lineamientos de orden 
procedimental que cumplen con los fines encomendados. No obstante, lo anterior fue 
insuficiente para evitar la manipulación de los pliegos de condiciones.  
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Bajo dicho presupuesto, se aviva la necesidad de limitar la discrecionalidad de la 
administración en aspectos de trámite, con el fin de encausar la voluntad del agente 
ejecutor a la búsqueda constante del interés público, precedido de la buena administración. 
Finalidad que logra los pliegos tipo, pues, centraliza los condiciones para contratar. 
 
Por tanto, los pliegos tipos limita la autonomía administrativa de las entidades 
públicas toda vez que confluyen autoridades del sector central con el objeto de garantizar 
los fines contractuales. Actualmente las administraciones ya no poseen autonomía 
absoluta sobre el establecimiento de los pliegos de condiciones, por lo que su 
discrecionalidad administrativa se ha visto disminuida en favor del principio de 
colaboración y el interés general.  
 
La concurrencia de distintas autoridades administrativa en la elaboración de los 
pliegos de condiciones modifica aspectos jurídicos tales como las controversias 
contractuales, la responsabilidad del Estado y el procedimiento de adjudicación. 
Principalmente, la interpretación y reforma de los pliegos de condiciones no 
corresponderá únicamente a la entidad contratante, además involucrará a las entidades que 
participaron en la construcción del mismo.  
 
Es indudable que el fundamento de los pliegos tipos es disminuir la corrupción 
estatal que se presentan en razón a los contratos públicos, la manipulación de los pliegos 
de condiciones ha repercutido en la pluralidad de oferentes, amañando los intereses 
contractuales del Estado a unos cuantos particulares. Pero además promueve los 
principios contractuales de igualdad, seguridad jurídica y economía.  
 
Los pliegos tipos eliminan los pliegos “sastres” o “a medida” que adelantaban las 
autoridades administrativas con el fin de beneficiar a un único oferente dentro del proceso 
de contratación, quebrantando principios de la contratación pública. Por el contrario, los 
pliegos tipos garantizan la pluralidad de oferentes porque evita el desbordamiento de la 
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discrecionalidad administrativa, confeccionando el proceso contractual a estándares 
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